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JUZGADO PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL DE SANTIAGO DE TOLU 

Dieciocho (18) de junio de dos mil veintiunos (2021) 

                                                                                       

ACCIÓN DE TUTELA 

Radicación Nª 2021-00054-00 

Accionante: Daniel Yepes Arango – Gonzalo Yepes Arango  

Accionado: Alcaldía Municipal de Santiago de Tolú 

                                    Inspección Central de Policía de Santiago de Tolú 

Estación de Policía de Santiago de Tolú 

 

1. ASUNTO A DECIDIR 

 

Procede el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Santiago de Tolú- Sucre a decidir la acción 
de tutela interpuesta por los señores DANIEL YEPES ARANGO y GONZALO YEPES 
ARANGO, quienes actúan a través de apoderado Dr. LUIS ERNESTO GARCÍA BAIZ, contra 
la  ALCALDIA MUNICIPAL DE SANTIAGO DE TOLU- INSPECCION CENTRAL 
DE POLICIA DE SANTIAGO DE TOLU Y LA ESTACION DE POLICIA DE 
SANTIAGO DE TOLU., por la presunta violación a los derechos fundamentales al debido 
proceso, el acceso a la administración de justicia, al principio de seguridad jurídica, legalidad, 
congruencia, igualdad ante la ley, a la confianza legítima y otros.   
 
Para lo cual se profiere esta decisión dentro del término señalado por el artículo 29 del Decreto 
2591 de 1991.- 
 

2. HECHOS 

 

2.1 Refieren el apoderado de los accionantes que los hermanos Ana Clara, Juan 

David, Luz María Yepes Arango y su señora madre Soledad Cecilia Arango de 

Yepes adquirieron dentro de la sucesión del finado Mario Yepes Gómez, la 

propiedad y posesión de un bien inmueble junto con las mejoras en el existentes, 

inmueble con las siguientes especificaciones: Matricula Inmobiliaria No. 340-

18070, Referencia Catastral No. 01.03.0003-0014-000, Dirección: K 1 A 53494, 

Linderos y medidas: Por el Norte con propiedad que es o fue de Neftalí Vásquez 

Camargo con medidas de 40 metros. Por el Sur con predios de Fredy 

Gastelbondo y mide 40 metros. Por el este, carretera a Guacamaya y mide 20 

metros. Y por el Este con playas del mar caribe y mide 20 metros. 

 

2.2 Manifiesta que el inmueble descrito es de entera vocación turístico, desde hace 

más de 20 años ha sido la casa de recreo de la familia Yepes Arango, en el que se 

encuentra una pequeña cabaña rustica con techo de palma, reconocida por los 

moradores con el nombre de la “COJINUA” en ella los Yepes realizaron su 

cercamiento en cerca viva, con su portón principal de acceso, han pagado 

impuesto a la administración municipal, instalaron el servicio público de energía, 
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y las demás actuaciones propias del titular de dominio y posesión sobre ese 

inmueble. 

 

2.3 Manifiestan los accionantes que el 26 de mayo de los cursantes, recibieron 

llamada telefónica del señor Juan Barragán que viene trabajando con la familia 

Yepes Arango, desde hace más de 15 años cuidando la cabaña, y les informó que 

la policía y la Inspección de Policía habían llegado a la cabaña con un particular 

que entró con ellos y violentó la puerta de la cabaña, persona ajena a la familia 

Yepes, acto seguido el señor inspector le dio al señor Barragán Capachero la 

Resolución No. 183 del 03 de mayo de 2021 y el oficio Consecutivo interno No. 

2021-0081 de la Inspección de policía dirigido al señor Juan Barragán, José 

Gregorio Ozuna, Concepción Barragán y Jimena Barragán, documentos que el 

señor Juan Barragán puso a su disposición el día que llegaron esto es el  30 de 

mayo de 2021. 

 

2.4 Que la resolución entregada al señor Juan Barragán, el día 26 de mayo de 2021 

va encaminada a resolver recurso de apelación interpuesto contra la Resolución 

No. 0055 del 04 de junio del 2020, mediante la cual se resuelve solicitud de 

conciliación por perturbación a la propiedad. 

 

2.5 Afirma que el acápite de los antecedentes de la Resolución No. 183 del 03 de 

mayo de 2021 señala textualmente (…) 

 

2.6 Aduce que el señor Mario Yepes Gómez, es imposible que figure como 

querellado por perturbación, porque falleció el 29 de abril de 2009. Por otro lado, 

los señores Juan Barragán, Concepción Barragán, Jimena Barragán y José 

Gregorio Ozuna, no son perturbadores de la posesión solo han sido testigos 

dentro de una actuación policiva a favor de la familia de sus agenciados y en 

contra del señor Guillermo Arango. 

 

2.7 Expresa que ningún miembro de la familia Yepes fue notificado de la Resolución 

No. 0059 del 20 de enero del 2020, ni de la Resolución No. 183 del 03 de mayo 

de 2021, ni mucho menos de la que fue objeto de revocación de parte de la 

Alcaldía Municipal de Santiago de Tolú, No. 0055 del 04 de junio de 2020. 

 

2.8 Sostienen que, es falso lo señalado a folio No. 4 de la Resolución No. 183 sobre  

las pruebas recaudadas y el escrito de apelación se tiene que el señor Oscar 

Fernando Cuervo Calle desde que adquirió el inmueble ha realizado actividades 

de señor y dueño, cuando ni siquiera sabe cuál es lote que pregona propiedad, la 

familia Yepes viene con un trato ininterrumpido de la propiedad y posesión del 

inmueble descrito, en el numeral 1 de esta demanda desde el año 1988, con una 

notoria antigüedad de las mejoras en el construidas,  que sospechosamente en el 

año 2019 es que viene aparecer el señor Cuervo Calle a reclamar posesión y a 

exigir títulos de propiedad.   

 

2.9 Expresan los accionantes, que su cabaña se encuentra invadida por unos 

particulares que le impidieron el acceso al inmueble y el disfrute de los bienes 

muebles que al interior se encontraban, particulares que en forma arrogante 
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manifestaron estar respaldados por la alcaldía municipal de Tolú y las autoridades 

policivas, exhibiendo públicamente la Resolución No. 183.  

 

1. LA PRETENSIÓN 

 

Pretenden los accionantes, se le tutelen sus derechos fundamentales al debido proceso, el acceso 

a la administración de justicia, al principio de seguridad jurídica, legalidad, congruencia, igualdad 

ante la ley, a la confianza legítima presuntamente vulnerado por la ALCALDIA MUNICIPAL 

DE SANTIAGO DE TOLU- INSPECCION CENTRAL DE POLICIA DE 

SANTIAGO DE TOLU Y LA ESTACION DE POLICIA DE SANTIAGO DE TOLU.,  

y en consecuencia se decrete la nulidad absoluta de las resoluciones No. 0055 del 04 de junio de 

2020 y 183 de mayo 03 de 2021. 

 

2. ACTUACIONES PROCESALES 

 

Mediante proveído del 02 de junio del 2021 está judicatura procedió a la admisión de la presente 

acción de tutela, ordenando notificar a las entidades accionadas ALCALDIA MUNICIPAL 

DE SANTIAGO DE TOLU- INSPECCION CENTRAL DE POLICIA DE 

SANTIAGO DE TOLU Y LA ESTACION DE POLICIA DE SANTIAGO DE TOLU., 

y las vinculadas del auto admisorio de la presente acción constitucional, adjuntando el respectivo 

traslado, mediante oficio No. 723, 725 de fecha 03 de junio de los cursantes, y a los accionante 

mediante oficio No. 724 de la misma fecha. Se fijó fecha para interrogar al inspector de policía 

de esta municipalidad la cual no fue posible llevarse a cabo en razón a que el día señalado para 

la diligencia no había fluido eléctrico en el municipio de Santiago de tolú, sin embargo, nos 

comunicamos con las partes a efecto de reprogramar la diligencia la cual fue imposible por la 

agenda del despacho y el apoderado accionante se encontraba con dificultades de salud. Por lo 

que se procede a decidir con las pruebas documentales aportadas.  

 

3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS Y PARTES VINCULADAS 

 

3.1  ALCALDIA MUNICIPAL DE SANTIAGO DE TOLU 

 

LUIS GUILLERMO ORTEGA DIAZ, actuando en calidad de jefe de la oficina asesora 

jurídica, dentro del término conferido por el despacho, procedió a dar respuesta remitida al 

correo electrónico institucional en fecha junio 09 de 2021, de la siguiente manera: 

“Que la acción constitucional presentada por los accionantes mediante apoderado judicial tuvo su origen en 

la Resolución No. 183 del 03 de mayo de 2021, la cual resuelve un recurso de apelación interpuesto contra 

la Resolución No. 0055 del 04 de junio de 2020 por medio de la cual se resolvió solicitud de conciliación 

por perturbación a la posesión, con el fin que se amparen los derechos invocados y se declare la nulidad 

absoluta de las resoluciones No. 0055 de junio de 2020 y 183 de mayo de 2021.  

Respecto a lo que manifiesta el apoderado que ningún miembro del grupo familiar fue notificado de la 

Resolución No.0059 de enero de 2020, ni de la Resolución No. 183 de mayo 03 de 2021, ni mucho 

menos de la resolución de la revocación de parte de la Alcaldía Municipal de Santiago de Tolú la No. 

0055 del 04 de junio del 2020. Precisa que a los accionantes no se le vulneró el derecho al debido proceso, 

porque en todo momento fueron informados en lo que respecta al tramite de la querella policiva adelantada 

en su contra, la cual es objeto del presente caso, toda vez que fueron participes de la inspección ocular 
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practicada en el predio el 15 de diciembre de 2016, así mismo fueron notificados del auto No. 024 del 02 

de diciembre del 2016, mediante el cual se admitió el amparo el amparo policivo y del auto No. 0059 del 

20 de enero de 2020. 

Que la falta de notificación de los accionantes quedó desvirtuada por las pruebas que se aportaron, en las 

que se aprecia como fueron notificados personalmente y en estrados, actuando activamente en el trámite de 

este procedimiento, interviniendo en las inspecciones oculares y oponiéndose a las pretensiones del querellante. 

Que la falta de vinculación procesal por ausencia de notificación de quienes tienen legitimación en la causa 

por activa o pasiva e interés jurídico para actuar, constituye un defecto procedimental, siempre y cuando la 

parte afectada no haya participado en el proceso y con dicha actuación hubiese saneado el vicio. Lo anterior 

encuentra sustento en la necesidad de garantizar el ejercicio el ejercicio de los derechos fundamentales a la 

defensa técnica y a la contradicción. 

Así, el mencionado debido proceso funge como una regulación jurídica que limita de manera previa los 

poderes de las autoridades pública, de tal forma que sus actuaciones no sean producto de la arbitrariedad, 

sino de la estricta observancia de los procedimientos previstos en la Ley, tal y como siempre ha sido el actuar 

de ese despacho y sus dependencias judiciales. Citó sentencia de la Corte Constitucional T. 645 de 2015. 

Respecto a la legitimación en causa para promover la presente accion, afirma el señor GARCIA BAIZ 

que se le entregó la posesión del inmueble a un tercero, cosa que es ajena a la realidad ya mediante la 

Resolución No. 183 de mayo de 2021, se le amparó el derecho a la posesion al señor Oscar Fernando 

Cuervo Valle, quien es la misma persona a quien le hizo entrega del predio, la cual no es un tercero o un 

extraño ajeno al presente proceso. Lo que se dejó claro en la resolución No. 183 de 2021 en el cual se 

resolvió el recurso de apelación, que se trata de dos predios con caracteristica diferentes, toda vez que el 

predio de los señores YEPES ARANGO es diferente al del señor OSCAR FERNANDO 

CUELLO, por cuanto que del primero es el lote No. 14 y el segundo es el lote No. 17, lo que se puede 

colegir de la carta catastral expedida por Agustin Codazzi anexada al expediente. 

Que al momento de hacer la entrega por el inspector de policía al señor Oscar Fernando Cuello se suscribió 

acta de fecha 25 de mayo de 2021, en el cual se evidenció que los perturbadores no se encontraban en el 

lugar objeto de entrega y que el sitio se encontraba abandonado, infiriendo que habían cesado los actos 

perturbadores y se había materializado lo resuelto en el recurso de apelación, por consiguiente, la decisión 

que profirió fue ajustada a la realidad. 

Que, por otra parte, la falta de legitimación en la pasiva dentro del proceso policivo, donde se manifiesta 

por parte del accionante que los señores BARRAGAN Y OZUNA HERAZO, son declarantes y no 

partes del presente proceso. Tal como lo manifiesta la Resolución No. 183 de mayo del 2021, los señores 

JUAN BARRAGAN, CONCEPCION BARRAGAN, JIMENA BARRAGAN y JOSE 

OZUNA, son personas que tienen una relación laboral con el señor JUAN DAVID YEPES 

ARANGO, quienes ejercen actividades concernientes al cuidado del predio y también han extendido sus 

labores al predio del señor OSCAR FERNANDO CUELLO, por lo que son esos mismos los que 

impiden al propietario el uso y goce de su propiedad, por lo que es claro que se acreditan como parte pasiva 

de la perturbación a la posesión a la que se le h avenido dando trámite pertinente. Por lo que los efectos de 

las decisiones tomadas dentro del presente proceso recaerán sobre quienes estén interrumpiendo el uso goce 

de la propiedad al titular de la misma, es decir los señores JUAN BARRAGAN, CONCEPCION 

BARRAGAN, JIMENA BARRAGAN y JOSE OZUNA, acorde con la resolución que resolvió 

el recurso de apelación. 

Que del proceso verbal abreviado, alegó el accionante que no se evidencia que la inspección de policía haya 
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agotado todo el procedimiento establecido en el artículo 223 del Código Nacional de Seguridad y 

Convivencia  Ciudadana, ya que solo realizó la diligencia de inspección ocular, ahora lo que no tuvo en 

cuenta el accionante el momento de afirmar lo anterior, es que el mismo artículo 223 , el Parágrafo 2 del 

Numeral 5, establece que la autoridad de policía puede proferir la decisión  dentro de la misma diligencia 

de inspección. Es así que agotado lo que la Inspección de Policía pudiera realizar entró a resolver mediante 

resolución No. 0055 de junio de 2020.   

Manifestó que las decisiones tomadas han sido fundamentadas en base al acerbo probatorio allegado al 

proceso, donde valoraron todas y cada una de las pruebas aportadas, acogiéndose los principios de legalidad 

y seguridad jurídica.  

Resaltó la sentencia T. 048 de 1995(…) 

Recordando que el amparo policivo no es el escenario idóneo para debatir la titularidad del derecho a la 

propiedad sobre los bienes inmuebles, es un mecanismo preventivo dirigido a restablecer el poder de facto 

que el poseedor o tenedor ejerce sobre el bien inmueble o mueble, sin que importe en cada caso concreto la 

valoración jurídica relativa el derecho real que los actores pudieran tener, en este caso de propiedad. 

Insistió que no se le está vulnerando derecho alguno a los accionantes DANIEL YEPES ARANGO 

Y GONZALO GREGORIO YEPES ARANGO, por lo que solicitó no amparar los derechos 

invocados en la presente acción de tutela”. 

La INSPECCION CENTRAL DE POLICIA Y ESTACION DE POLICIA DE 
SANTIAGO DE TOLU, SUCRE, hicieron caso omiso al requerimiento hecho por este 
Despacho, el día 03 de junio de 2021, a fin de que pudiera materializar su derecho a la defensa, 
por lo que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 del decreto 2591 de 1991. Se le 
dará aplicación a la presunción de veracidad. 
 

3.2 RESPUESTA DE TERCEROS VINCULADOS 

 

3.2.1 CONCEPCION BARRAGAN CAPACHERO, actuando como vinculado a esta acción 

de tutela, mediante escrito allegado al correo electrónico de este Despacho el día 03 de junio de 

la presente anualidad, rindió informe de lo requerido por este despacho de la siguiente manera: 

“Frente a los hechos: 

 

“Hecho primero. Es cierto, así consta en el certificado de libertad expedido por la oficina de registro 

de instrumentos públicos sobre la matricula inmobiliaria 3408070. 

 

Hecho segundo. Es cierto, le consta que la cabaña de la familia YEPEZ ARANGO se llama la 

COJINÚA, la cual construyeron ellos junto con sus cercados, plantaciones, todo acerca de esa cabaña y 

sus propietarios, de todo eso tiene conocimiento en razón de que su hermano JUAN BARRAGAN 

CAPACHERO y su hija JIMENA BARRAGAN han trabajado durante años con esa familia, el 

uno cuida la cabaña pues los YEPEZ vienen las temporadas de vacaciones y festivos, y su hija realiza las 

labores de aseo y limpieza de la cabaña, ambos viven diagonal a la cabaña la COJINUA. 

 

Hecho tercero, es cierto, también le informó su hermano JUAN BARRAGAN de lo sucedido el 

día 26 de mayo. 
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Hecho cuarto. Es cierto, su hermano JUAN BARRAGAN le suministro una copia de esa 

resolución. 

 

Hecho quinto, es cierto, así aparece en el encabezado de la resolución 183. 

 

Hecho sexto, tengo entendido que el padre de los hermanos YEPEZ murió hace varios años. 

 

Hecho séptimo, a él en particular no le han notificado personalmente de ninguna resolución proveniente 

de la inspección de policía en primera instancia. 

 

Hecho octavo. Es cierto, y le consta que la propiedad y posesión que los YEPEZ tienen sobre la 

cabaña la cojinúa, además de los motivos que manifestó en el hecho segundo, tiene ese conocimiento porque 

es líder comunal y político de ese sector por más de 20 años y conoce todas esas cabañas, es más, duró 

muchos años cuidando cabañas por esa zona, como lo fueron las cabañas las palmas y la bonita de 

propiedad de la familia VELASQUEZ PENAGOS y la familia HENAO MONTOYA 

respectivamente. 

 

Hecho noveno. Es cierto, eso le afirmó su hermano JUAN BARRAGAN, a quien la inspección 

de policía ordenó salir de la cabaña de los YEPEZ y dejaron entrar a otras personas. 

 

Con relación a la falta de legitimidad para ser tenidos como partes dentro de la 

querella. 

 

Refirió que no son perturbadores de la propiedad de ninguno de los lotes que se relacionan en la tutela, 

ellos fueron llamados a declarar en una inspección ocular y en esa diligencia de inspección ocular rindieron 

su testimonio según les constaba sobre la posesión de la familia del señor JUAN DAVID YEPEZ, 

querella presentada contra un señor conocido con el alias de MEMO, pero en ningún momento han 

realizado construcciones en el lote, como falsamente manifestó en la querella el abogado del señor OSCAR 

FERNANDO CUERVO. Las mejoras y edificaciones que existen en el inmueble o cabaña la cojinúa 

las hicieron los YEPEZ porque ese lote es de ellos, ellos no construyeron nada allí y de solo ver la casa se 

sabe que tiene más de 10 años de haber sido construida y todo eso lo vio la inspección de policía el día de 

la visita. 

 

Por todas esas falsas imputaciones que han dicho ante la inspección de policía sobre ellos, estarán 

presentando denuncia penal en contra del señor OSCAR FERNANDO CUERVO CALLE y de 

su abogado el señor EDWIN ROBERTO RODRIGUEZ TORRES”. 

 
3.2.2  JOSE GREGORIO OZUNA HERAZO, actuando como vinculado a esta acción de 
tutela, rindió informe dentro de la acción de tutela el día 03 de junio de 2021. Manifestando lo 
siguiente: 
 

Frente a los hechos de la Acción de Tutela  
 
“HECHO PRIMERO. Es cierto, así se deja ver, así se deja ver en el certificado de libertad y tradición 

que aparece relacionado en las pruebas que acompañan la acción de tutela.  

 

HECHO SEGUNDO. Toda la vida ha sido morador del sector del francés y desde muy niño se daba 

cuenta de la presencia de la familia del señor MARIO YEPEZ en esa cabaña, todos los habitantes de 

la zona conocen que la cabaña se llama la Cojinúa nombre dado por la misma familia Yépez.  
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HECHO TERCERO. Es cierto, que tuvo conocimiento porque le llamó el concejal 

CONCEPCION BARRAGAN y le contó lo que había sucedido en la cabaña de los Yépez.  

 

En lo relacionado con la calidad de trabajador que tiene el señor Juan Barragán con los accionantes, conoce 

de toda la vida, le consta que vive transversal a la cabaña la cojinúa por eso lo contrataron para cuidarla, 

también sé que su hija JIMENA BARRAGAN BERRIO trabaja con la familia YEPEZ en el aseo 

de la cabaña. 

 

HECHO CUARTO. Conoce la resolución porque fue a sacar una copia de la que tenía el señor 

JUAN BARRAGAN.  

 

HECHO QUINTO. Así dice la resolución N° 183 firmada por el alcalde municipal.  

 

HECHO SEXTO. Es cierto, el señor padre de los hermanos Yépez falleció hace tiempo.  

Es Mucho más cierto aun que ni los hermanos BARRAGAN CAPACHERO ni el han sido 

perturbadores, ni invasores de ninguna cabaña, como tampoco han realizado construcciones en ese inmueble, 

solo fueron los declarantes en favor de la familia YÉPEZ, y no se les puede tildar de perturbadores por 

decir la verdad. 

 

HECHO SEPTIMO. No tiene conocimiento de eso, pues solo se limitó a narrar lo que sabía sobre 

la posesión de la familia Yépez sobre el inmueble dentro de una querella en contra de alias memo y lo 

hizo en la inspección ocular.  

 

HECHO OCTAVO. Nunca ha conocido a nadie más como propietarios o poseedores de la cabaña 

“la cojinúa” distintos a los Yépez Arango, así que es falso lo que dice la resolución 183 que ese inmueble 

sea del señor CUERVO CALLE y que este haya realizado actos de señor y dueño sobre ese inmueble.  

 

EL HECHO NOVENO. Al pasar estos días por allí ha visto que están unas personas distintas a 

los Yépez Arango y nunca los había visto alojados en esa cabaña. 

Por último, realizo las siguientes peticiones:  

 

PRIMERA. solicitó se amparen los derechos fundamentales de los accionantes, señores YÉPEZ 

ARANGO, los cuales fueron violados por la inspección de policía y la alcaldía de Santiago de Tolú, al 

desalojarlos de su cabaña, cuando lo único que se ve en la resolución fue que los mandaron a salir de la 

cabaña, cuando ni siquiera estaban en ese inmueble y lo más extraño es que en la resolución no ordena, ni 

impide el acceso al inmueble a sus verdaderos propietarios, la familia de los señores DANIEL, y 

GONZALO YEPEZ ARANGO.  

 

SEGUNDA. Que se proteja su derecho al buen nombre, a la dignidad y la Honra, violentados por el 

alcalde y el inspector de Tolú, al exponerlos ante la comunidad del Frances y sus alrededores como invasores 

de cabañas”. 

3.2.2. JUAN BARRAGAN CAPACHERO, actuando como vinculado a esta acción de tutela 

rindió informe dentro de la acción de tutela el día 04 de junio de 2021, manifestando lo siguiente: 

“Frente a los hechos: 
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“Hecho primero. es totalmente cierto, esa es la matricula inmobiliaria de la propiedad de sus patrones la familia 

YEPES ARANGO, que adquirió el señor MARIO YEPES GOMEZ (Q.E.P.D.) que, al fallecer, el 

inmueble junto con sus mejoras lo heredaron sus hijos y su esposa doña SOLEDAD ARANGO. 

 

El hecho segundo. Eso es cierto, la cabaña la COJINUA siempre ha sido el lugar de esparcimiento de la 

familia YEPES ARANGO durante vacaciones y festivos, esa familia construyó esa modesta cabaña con su techo 

de palma, paredes y ventanales, realizaron el cercado, y pusieron la energía eléctrica que allí se encuentra, el recibo 

de electricaribe todavía viene a nombre del difunto MARIO YEPES y llega directamente a su casa, siempre ha 

sido así, para que una vez le entreguen la factura les aviso a los patrones y ellos le mandan el dinero para pagar el 

mes de energía, el agua para el consumo de la cabaña la bombeo de un pozo que tiene, porque allí Carsucre no dio 

el permiso para hacer pozo. 

 

El hecho tercero, es cierto, él estaba en la cabaña cuando el día 26 de mayo de 2021 llegó la inspección junto 

con personal de la policía y unos particulares, el inspector le entregó la resolución y un oficio y le dijo que tenía que 

salir de la cabaña, uno de los particulares con machete en mano violó la puerta de la cabaña y la policía no dijo 

nada, le ordenaron salir y le hicieron entrega del inmueble a los particulares que no son los dueños del inmueble, todo 

eso se lo comunicó a los señores GONZALO y DANIEL YEPES por teléfono, ellos llegaron a Tolú para el 

30 de mayo y se dirigieron a la cabaña y los particulares le impidieron el paso, así que tuvieron que quedarse en un 

hotel  en Tolú. 

 

Hecho cuarto. es cierto. 

 

Hecho quinto. Es cierto. 

Hecho sexto. Es verdad que el señor MARIO YEPES GOMEZ murió en el año 2007 no puede tenerse 

tampoco como perturbador. Como tampoco lo son ellos. 

 

Hecho séptimo. Es cierto, a la cabaña nunca llego esa notificación. 

 

El hecho octavo. Ciertamente ese señor CUERVO CALLE nunca ha sido propietario ni poseedor de la 

cabaña la cojinúa ni del lote donde se encuentra construida, ese inmueble ha sido desde el año 1988 de entera 

propiedad de los YEPES ARANGO. 

 

Refiere que no son perturbadores de ninguna propiedad ni posesión, fueron llamados para declarar en una inspección 

ocular y rendimos nuestro testimonio de todo lo que les constaba sobre la posesión de la familia del señor JUAN 

DAVID YEPEZ, querella presentada por JUAN DAVID contra un señor que decía llamarse 

GUILLERMO ARANGO, alias el MEMO, pero en ningún momento han construido ninguna edificación en 

ese inmueble como ilegítimamente manifestaron esos señores, las mejoras y la cabaña que existen en el inmueble las 

hicieron los YEPES desde mucho tiempo atrás, de solo ver la cabaña se nota su antigüedad. 

 

PETICIONES: 

 

1. Solicitó con el mayor respeto, se garanticen los derechos a la propiedad, posesión y debido proceso a los accionantes. 

 

2. Se decrete la nulidad de todo lo actuado en el proceso policivo. 

 

 

3. Se protejan sus derechos fundamentales a la dignidad, buen nombre, violados por las autoridades policivas del 

municipio de Santiago de Tolú. 

 

3. Se compulse copias de todo lo actuado en esta tutela a la Fiscalía general de la Nación para que abra la investigación 

por el Delito de Fraude Procesal en contra del señor OSCAR FERNANDO CUERVO CALLE y su 
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apoderado, ya que mediante engaños lograron que el alcalde municipal les entregara a unos particulares un inmueble 

que no les pertenece”. 

 

 

3.2.3. OSCAR FERNANDO CUERVO CALLE, actuando como vinculado a esta acción de 

tutela, rindió informe dentro de la acción de tutela el día 08 de junio de 2021, manifestando 

lo siguiente: 

 “Que el día 13 de octubre del 2016, por medio de escritura pública No. 3940 de la Notaria 20 del Circuito de 

Medellín y escritura pública Aclaratoria No. 134 de la Notaria 20 del Circuito de Medellín se realizó acto de 

compraventa de bien inmueble, por valor de $122.282.000 Millones de pesos Moneda legal. En donde la señora 

CLARA MONICA BUSTAMANTE BETANCUR, le vende a su favor a OSCAR FERNANDO 

CUERVO CALLE. 

2. Que la venta consistió en la venta de un lote de terreno de inmueble de mayor extensión, con todas las mejoras y 

anexidades, situado en el municipio de Tolú, departamento de Sucre, en el paraje denominado EL FRANCES 

comprendido con los siguientes linderos: por el frente 22:00 metros, por el costado izquierdo 200 metros, este lote 

esta atravesando por la carretera de servidumbre que del francés conduce al caño guacamaya. A este inmueble le 

corresponde el folio de matrícula inmobiliaria No. 340-52084 de la oficina de Instrumentos Públicos de Sincelejo. 

3. Que en la cláusula quinta de la escritura pública se manifiesta que se hace entrega del inmueble al comprador, 

entrega que acepta, con todas sus mejoras, anexidades, dependencia, usos, costumbres, libre de impuestos, tasa de 

contribuciones los cuales son por cuenta y riesgo de aceptación, OSCAR FERNANDO CUERVO CALLE, 

manifestando que acepta esa escritura pública. 

4. Que en la misma escritura pública, quedó sentado el impuesto predial unificado, paz y salvo No. 1692, el suscrito 

tesorero general BIVIANA CASTAÑO HERRERA, que el predio tiene las siguientes caracteristicas: Código 

01-03-0002-0017-000 nombre BUSTAMANTE BETANCUR CLARA MONICA, identificacacion 

42989782, fecha de pago 10-10-2016 hasta el mes de diciembre, por concepto de impuesto predial unificado y con 

el esta inscrito el siguiente propietario BUSTAMANTE BETANCUR CLARA MONICA, cedula 

42989782, el paz y salvo se expide en Santiago de Tolú el 10 de octubre de 2016, solicitud de parte de la 

interasada, paz y salvo valido hasta el 31-12-2016. 

5. Considera que realizó un acto de compraventa de un inmueble legal en donde se pagaron todos los impuestos a la 

Alcaldia Municipal de Santiago de Tolú, un acto de compraventa de bien inmueble por valor de $122.282.000 

Millones de pesos Moneda legal. En donde la señora CLARA MONICA BUSTAMANTE BETANCUR, 

le vende a favor de OSCAR FERNANDO CUERVO CALLE, predio que fue comprado para inversión 

futura. 

6. Que por situaciones familiares le toco trasladarse a la ciudad de Tuluá-Valle, para la fecha del año 2018, la 

alcaldía de Sincelejo siempre le llamaba para el pago del impuesto predial, para la fecha del año 2019 se encuentra 

que tiene una deuda en impuesto predial, por el valor de $12.980.358 moneda legal, y comenzó a realizar los 

trámites administrativos para el pago de esos impuestos que le corresponde a su propiedad y para colocar una medida 

policiva por noticia que le habían informado que en Tolú no se podía realizar inversión, ya que existía un cartel de 

robadores de tierra, conformado por los cuidadores de cabañas, se robaban los lotes y la alcaldía no respondía, a 

pesar que pagaba los impuestos costosos y decide contratar los servicios de un profesional en derecho el Dr. EDWIN 

ROBERTO RODRIGUEZ TORRES.  

7. Que dentro de la investigación administrativa se determinó que su predio estaba siendo perturbado por los señores 

JUAN BARRAGAN CAPACHERO, CONCEPCION BARRAGAN CAPACHERO, 

CONCEPCION BARRAGAN CAPACHERO, JOSE GREGORIO OZUNA ERAZO Y 

JIMENA BARRAGAN BERRIO, presentándole una solicitud de conciliación y solicitud de inspección ocular 

presentada por su apadrinado el día 29 de abril del 2019. 
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8. Que según auto procesal No. 0059 del 20 de enero de 2020, la Inspeccion de Central de Policia, decantó que 

ese despacho cursa desde el año 2016 un proceso de perturbacion a la posesion sobre el mismo predio, que revisado 

la visita se observa que los solicitados en ese mismo momento es el señor GUILLERMO ARANGO y personas 

indeterminadas. 

9.  Que según auto procesal No. 0059 del 20 de enero de 2020 la Inspeccion de Central de Policia resolvió (…) 

10. Que según la Resolución No. 055 de junio de 2020, la Inspectora  Central de Policia Dra. ILEANA 

FLOREZ SOTOMAYOR, en sus consideraciones manifestó (…) 

11. Posteriormente interpuso recurso de apelacion contra la Resolucion No. 055 de junio de 2020, el cual anexó a 

este escrito. 

12. Que según escritura pública No. 1166 del 30 de noviembre de 2020, de la Notaria Unica de Santo Tomás  

(Atlantico) realizo el acto juridico de compraventa del predio objeto del litigio a favor del señor ARNOLDO 

RAFAEL FERNANDEZ SUAREZ, folio matricula Inmobiliaria No. 340-52084, por valor de  $ 

138.000.000. Millones de pesos Moneda Legal, persona que figura como el nuevo dueño del predio. 

13. Que el señor ARNOLDO RAFAEL FERNANDEZ SUAREZ, informa a la segunda instancia del 

recurso que es el nuevo propietario del predio folio matricula Inmobiliaria No. 340-52084, por valor de  $ 

138.000.000. Millones de pesos Moneda Legal, persona que figura como el nuevo dueño del predio. 

14. Que según la Resolución No. 183 del 03 de mayo de 2021, por medio del cual se resuelve el recurso de apelacion 

en contra de la Resolucion No. 0055 de fecha 04 de junio del 2020, mediante el cual se resuelve una solicitud de 

conciliacion por perturbacion a la propiedad en donde resolvió (…) 

 15. Que Colombia por ser un estado social de derecho (…) 

16. Que lo pretendido por los accionantes, más que la intencion de obtener una violacion al debido proceso dentro de 

un trámite ante un inpector de policia, lo que quiere es atacar la decision de la segunda instancia expedida por la 

Alcaldia Municipal de Santiago de Tolú, que puso fin al proceso policivo dentro de un recurso de apelacion que 

resolvio en segunda instancia. 

17. Citó jurisprudencias de la Corte Constitucional en armonia con lo dispuesto en el articulo 86 de la constitucion 

politica (…) 

18.Que la accion policiva tiene un carácter eminentemente cautelar (…) 

19. Que es evidente que el Inspector de Policia de Santiago de Tolú, cumplio con la decision de la autoridad superior 

que resolvio el recurso de apelacion (…). 

20. Que la jurisdiccion constitucional puede ocuparse de poner término a las violaciones a los derechos fundamentales 

que cometen los funcionarios de policia (…). 

21. Que la existencia del recurso de apelacion dentro del proceso policivo, pone de presente que todavia subsiste una 

oportunidad procesal para que las partes puedan hacer valer ante la autoridad superior de ese orden(…) 

22. Que no se puede hablar de violacion al debido proceso, ya cuando la Dra  ELIANA FLOREZ 

SOTOMAYOR, inspectora Central de Policia, realizó el dia 02 de marzo de 2021, inspeccion ocular con el 

funcionario de Planeacion Municipal (…).  

23. Expresa que recaudar, practicar y anañizar pruebas en 10 dias es una tarea que denaturaliza la accion de 

amparo y generaria inseguridad juridica emergiendose en un asunto de carácter estrictamente litigioso y por lo mismo 

ajeno a la competencia del juez de tutela. 
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24. Señala que la Corte Constitucional a dicho : La constitucion establecio la tutela como un accion excepcional y 

subsidiaria (…). 

25. Que las decisiones policiales son claramente fallos judiaciales que pueden ser objeto de reparacion directa, ya sea 

por el defectuoso funcionamiento del juicio policivo o por el errror del funcionario de responsabilidad del estado y del 

funcionario con el reconocimiento de indemnizacon de perjuicio haciendose entonces improcedente la tutela. 

26. Por lo anterior, emerge palmaariamente la improcedencia del presente reclamo por vías de tutela, si se examina 

el requisito del perjuicio irremediable, por cuanto el sub examine los acccionantes no se encuentran incurso o expuestos 

a un peligro inminente o perjuicio irremediable que amerite el amparo como mecanismo transitorio (…) 

Pretensiones: 

1. Solicita, negar el amparo invocado por los accionantes, ya que considera la improcedencia del presente reclamo por 

vía de tutela, por no existir el perjuicio irremediable. 

2. Solicitó se vincule dentro de la presente acción constitucional, al señor ARNOLDO RAFAEL FERNANDEZ 

SUAREZ, por ser el nuevo titular del inmueble distinguido con matrícula inmobiliaria No. 340-52084, ubicadi 

en la Carrera 1ª No. 53-493 playas el Frances del municipio de Santiago de Tolú”.  

3.2.4. ARNOLDO RAFAEL FERNANDEZ SUAREZ, actuando como vinculado a esta acción de 

tutela, rindió informe dentro de la acción de tutela el día 09 de junio de 2021, manifestando lo siguiente: 

Frente a los hechos: 

 

Señor juez. El día 30 de diciembre del 2020, por medio de la escritura pública No 1166 de la Notaria Única 

de Santo Tomas (Atlántico), se realizó un acto de COMPRA VENTA DE BIEN INMUBLE, por valor 

de $ 138.000.000 Millones de pesos Moneda Legal, En donde el señor OSCAR FERNANDO CUERVO 

CALLE, le vende al señor ARNOLDO RAFAEL FERNANDEZ SUAREZ.  

Señor juez. La venta consintió en un lote de terreno de un inmueble de mayor extensión, con todas mejoras y 

anexidades, situado en el municipio de tolú, Departamento de Sucre, en el paraje denominado “ EL FRANCÉS ” 

Comprendido por los siguientes linderos por el frente 22:00 Metros por el costado izquierdo , en 200 metros este lote 

está atravesando por la carretera de servidumbre que del francés conduce al caño guacamaya, A este inmueble le 

corresponde el folio de Matricula Inmobiliaria No 340-52084 de la Oficina de Instrumentos públicos de Sincelejo. 

 Señor juez. La misma escritura pública quedo sentado el impuesto predial unificado, paz y salvo el suscrito 

tesorero general ARTURO RODOLFO NAVAS PATRÓN, que el predio tiene las siguientes 

características: Código 70820-01-030000-0002-0017-0-000000000. nombre OSCAR FERNANDO 

CUERVO CALLE, Identificación 1112100127, fecha de pago 15-09-2020 hasta el 31 de diciembre DEL 

2020, por concepto de IMPUESTOS PREDIAL UNIFICADO y con él está inscrito el siguiente 

propietario OSCAR FERNANDO CUERVO CALLE.  

 

 Señor juez. Este togado del derecho presentó escrito en la alcaldía de SANTIAGO DE TOLU dentro de 

la querella policiva por perturbación a la propiedad en donde se le informo al despacho, que el predio de la propiedad 

del señor OSCAR FERNANDO CUERVO CALLE, fue vendido al señor ARNOLDO RAFAEL 

FERNANDEZ SUAREZ. 

 

 5.  Señor juez. En la Resolución No 183 del 3 de mayo del 2021, su apadrinado lo reconocen como nuevo 

querellante, al señor ARNOLDO RAFAEL FERNANDEZ SUAREZ, Es importante precisar que a 

los señores YEPES ARANGO no se les vulneró el derecho al debido proceso, por cuanto en todo momento 
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estuvieron informados en lo que respecta al trámite de la Querella Policiva adelantada en su contra, la cual es objeto 

del presente estudio, toda vez fueron participes de la inspección ocular practicada en el predio el día 15 de diciembre 

de 2016. Igualmente fueron notificados del auto No. 024 de fecha 02 de diciembre de 2016, mediante el cual se 

admitió el amparo policivo y del auto No 0059 del 20 de enero de 2020 

6. Señor juez. El día que se entregó el predio está presente el Doctor EDWIN ROBERTO 

RODRIGUEZ TORRRES, quien funge como apoderado del señor OSCAR FERNANDO 

CUERVO CALLE y del nuevo propietario ARNOLDO RAFAEL FERNANDEZ SUAREZ, 

Que también se encontraba presente en la entrega del predio junto con EL INSPECTOR DE POLICÍA 

DE TOLÚ Y DOS AGENTES DE POLICÍA, Por otro lado, se tiene que al momento de hacer entrega 

del inmueble por parte del inspector de policía, se suscribió un acta de fecha 25 de Mayo de 2021, en el que se 

evidencio que los perturbadores no se encontraban en el lugar objeto de entrega y que el sitio se encontraba en 

abandono, infiriendo que habían cesado los actos perturbadores y que se había materializado lo resuelto en el recurso 

de apelación, por consiguiente la decisión que se profirió fue ajustada a la realidad. 

7. Señor juez. Colombia al ser un estado social de derecho, proteccionista de los derechos constitucionales y 

garantista de las prerrogativas significativa como es el derecho de la propiedad privada, dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico existen mecanismos y procedimiento encaminados de ejecutar la administración de justicia, 

Como nosotros sabemos los inspectores de policía son autoridades administrativas que excepcionalmente ejercen 

función jurisdiccional, a la luz de lo previsto por el artículo 116 de la Constitución Política. En este sentido, la 

Corte ha reconocido que “cuando se trata de procesos policivos para amparar la posesión, la tenencia, o una 

servidumbre, las autoridades de policía ejercen función jurisdiccional y las providencias que dicten son actos 

jurisdiccionales” 

8. Señor juez. Lo pretendido por los accionante los señores DANIEL YEPEZ ARANGO Y 

GONZALO YEPEZ ARANGO, más que la intensión de obtener una violación al debido proceso dentro de 

un trámite ante un inspector de policía, lo que quieren es atacar la decisión de la segunda instancia expedida por 

LA ALCALDIA DE SANTIGO DE TOLU, que puso fin al proceso policivo dentro de un recurso de 

apelación que resolvió segunda instancia.  

 

9. Señor juez. Que de acuerdo a reiteradas y uniforme jurisprudencia de la Corte constitucional, en armonía con 

lo dispuesto en el artículo 86 de la carta política 6 y 8 del decreto 2591 de 1992, la acción de tutela es de carácter 

subsidiario es decir que procede siempre que en el ordenamiento jurídico no exista otra acción idónea y eficaz para 

la tutela de estos derechos. Para este suscrito es insoslayable, advertir que no es atreves de la acción constitucional de 

que trata el artículo 86 de la carta política el medio judicial para discutir o reclamar dominio y posesión de un 

inmueble del cual se alega, ya que al juez no le está permitido invadir la competencia del juez natural JUEZ 

CIVIL, Por cuanto a decidir acerca de los efectos relativos al derecho de dominio y posesión de un inmueble, debido 

a la perentoriedad y lo sumario de la tutela. 

10. Señor juez.  Que la acción policiva tiene un carácter eminentemente cautelar. Ella se dirige a restablecer y 

preservar la situación posesoria o de mera tenencia que existía en el momento en que se produjo su ataque o 

perturbación (Decreto 1355 de 1970, art. 125). Por consiguiente, en principio, los hechos que se toman en 

consideración son los relativos a dicho momento, como quiera que de lo contrario no se preservaría el Statu quo de 

la relación posesoria. Incoada la acción oportunamente, la protección efectiva no puede quedar librada a la dinámica 

de los hechos posteriores, que bien pueden derivarse de las actuaciones presuntamente ilícitas contra las que se pretende 

reaccionar.  

 

De otro lado, la función policiva se ubica en la frontera allende la cual se encuentra la judicial confiada a las 

autoridades pertenecientes al órgano jurisdiccional. Con el objeto de evitar la usurpación de las competencias de este 

órgano, entre otras limitaciones, se han establecido las siguientes: (1) en los procesos de policía no se controvertirá el 

derecho de dominio y tampoco se tendrán en cuenta las pruebas que se exhiban para demostrarlo; (2) el amparo 

policivo es provisional y se mantendrá mientras el juez no decida otra cosa. 
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Dentro del proceso policivo se contemplan instancias y variados recursos. Previsto el recurso de apelación, no solamente 

las partes tienen derecho a ejercitarlo cuando se reúnen las condiciones definidas en la ley, sino a que la providencia 

que lo resuelve sea cumplida por la autoridad cuyo acto ha constituido su materia, so pena de que el inferior incurra 

en desacato. Admitido el recurso por el superior y decidido por éste, las reglas de competencia y de preclusión impiden 

que el inferior revise la actuación del superior o la deje inactuada.  

 

El derecho constitucional de acceso a la justicia quedaría truncado si se limitase a la interposición de un recurso y 

no abarcase el cumplimiento de lo resuelto por el superior.  

 

11. Señor juez. A la luz de las consideraciones anteriores, es evidente que EL INSPECTOR DE 

SANTIAGO DE TOLU, Cumplió con la decisión de la autoridad superior que resolvió la apelación en la 

Resolución no 183- del 3 de mayo del 2021 interpuesta en el sentido de que se materializará la perturbación con 

respeto al inmueble No 340-52084. En fin, no se puede pretender sustituir a la jurisdicción ordinaria al decidir 

una pretensión propia de la acción de dominio o reivindicatoria. La consecuencia de esta serie de violaciones a las 

normas del proceso policivo. 

12. Señor juez. La jurisdicción constitucional puede ocuparse de poner término a las violaciones a los derechos 

fundamentales que cometan los funcionarios de policía, siempre que dentro del mismo procedimiento policivo no haya 

una oportunidad o posibilidad efectiva de hacerlo; sin embargo, su función no es la de sustituirlos y resolver las 

querellas que ante ellos se plantean. A este respecto, ha señalado la Corte Constitucional:  

 

“La existencia de medios de defensa, dentro del proceso policivo, busca evitar que se 

vulnere el debido proceso y corresponde, primeramente, a las partes hacer uso activo y 

oportuno de los mismos para evitar que ello se produzca. Cuando está pendiente de 

decisión un recurso de apelación, trasladar al juez de tutela la decisión de fondo sobre la 

querella policiva, subvierte la esfera de competencias asignadas a dos autoridades 

distintas; además de que, en estas condiciones, la jurisdicción constitucional asumiría el 

conocimiento de asuntos ajenos a su función. Por consiguiente, sólo en el caso extremo, 

que aquí no se aprecia, de que se esté frente a un agravio constitucional que se tornaría en 

irreparable si se decidiera esperar la decisión final del órgano que decide la apelación, 

sería procedente excepcionalmente la acción de tutela antes de que culminara el proceso 

policivo” (Corte Constitucional ST-623 de diciembre 14 de 1995). 

13. Señor juez. La existencia del recurso, dentro del proceso policivo, pone de presente que todavía subsiste una 

oportunidad procesal para que las partes puedan hacer valer, ante la autoridad superior de ese orden, sus derechos y 

pretensiones. Por el momento, no es del caso que la jurisdicción constitucional, además de restablecer el derecho al 

debido proceso abiertamente vulnerado, injiera en la controversia policiva. Si cualquiera de las partes interpone dicho 

recurso, corresponderá al superior revisar la actuación del inferior y tomar las medidas contempladas en la ley con 

miras a amparar la posesión o dejar de hacerlo si de acuerdo con ella y las pruebas presentadas no es procedente 

hacerlo.  

 

14. Señor juez.  Trae a colación extracto de la Sentencia T: 796 del 2003, magistrado ponente JAIME 

CÓRDOBA TRIVIÑO: La tutela como mecanismo transitorio de protección de derechos 

fundamentales. 

 

De acuerdo con lo dispuesto por la Carta Política y lo señalado por la jurisprudencia de esta Corporación, la acción 

de tutela es un mecanismo de defensa judicial subsidiario o residual para la protección de derechos constitucionales 

fundamentales vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares 

en los casos que señale la ley. 

De tal manera que, quien vea amenazado o vulnerado un derecho constitucional fundamental, podrá acudir ante los 

jueces, en todo momento y lugar, para obtener la orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o 

se abstenga de hacerlo.  



14 

 

 

Por principio, la tutela no procede cuando el afectado disponga de otro medio de defensa judicial al cual pueda acudir 

en defensa de sus derechos. No obstante, el artículo 86 de la Constitución Política admite, con carácter excepcional, 

la procedencia de la acción así la persona tenga a su alcance otro medio de defensa judicial; la condición que se postula 

es que en tal evento la tutela se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Por su 

parte, la jurisprudencia constitucional ha considerado que el amparo procede igualmente cuando, revisadas las 

circunstancias especiales del caso, se aprecie que el medio judicial no es idóneo o eficaz para resolver el asunto objeto 

de controversia.  

 

Por ello, no es suficiente la vulneración o amenaza de un derecho fundamental para legitimar automáticamente la 

procedencia de la tutela. En otras palabras, aunque tal vulneración o amenaza constituyen un presupuesto 

indispensable, se requerirá además verificar la existencia y la eficacia del medio judicial de defensa al alcance del 

afectado. 

15. Señor juez. Que entrar a recaudar, practicar y analizar pruebas en 10 días es una tarea que desnaturaliza 

la acción de amparo y generaría inseguridad jurídica emergiéndose en un asunto de carácter estrictamente litigioso y 

por lo mismo ajeno a la competencia del juez de tutela. 

 

16. Señor juez. Que el poder de policía en general consiste en un conjunto de actividades que tienen por objeto la 

expedición de reglas generales y de medidas individuales necesarias para el mantenimiento del orden público. Es 

entonces, una específica forma de actividad que tiene límites necesarios que se imponen a través de la ley en aras de 

la convivencia social; ese orden público se manifiesta en la tranquilidad, en la seguridad y en la salubridad, y se 

encamina a evitar perjuicios individuales o colectivos, provocados por desórdenes, actos perturba torios, atentados a 

la salud y a la higiene pública. Así entonces, el orden público se determina en función de circunstancias locales que 

en un momento determinado pueden desencadenar riesgos o problemas sociales. Por eso mismo son las autoridades 

municipales, representadas entre otros por los Alcaldes y los Inspectores de Policía, las encargadas de mantenerlo, 

por su cercanía a los administrados y porque la noción misma de poder de policía se construye a partir de factores 

esenciales de la vida comunitaria que se manifiestan primordialmente en la órbita municipal. Es función de las 

autoridades de policía, propender por la preservación y restablecimiento de la posesión frente a actos perturba torios 

consagrados en el ARTICULO 77 DE LA LEY 1801 DEL 2016 NUEVO CODIGO 

NACIONAL DE POLICIA Y CONVIVENCIA, Su finalidad es el restablecimiento de la posesión del 

querellante, mediante el desalojo de los agentes que han ocupado el inmueble de manera ilegítima. Se trata de una 

instancia habilitada para restituir la tenencia de un inmueble, mas no para decidir las controversias suscitadas con 

ocasión de los derechos de dominio o posesión pues éstas deben sortearse ante la jurisdicción ordinaria. 

17. Señor juez. Que adicionalmente las decisiones policivas son claramente fallos judiciales que pueden ser objeto 

de ACCION DE REPARACION DIRECTA, ya sea por el defectuoso funcionamiento del juicio policivo 

o por el error del funcionario de policía, con funciones judiciales, con el objeto de reclamar la declaratoria de 

responsabilidad del estado y del funcionario con el reconocimiento de indemnización de perjuicio haciéndose entonces 

improcedente la tutela.  

 

18. Señor juez. Que en virtud de todo lo expuesto, emerge palmariamente la improcedencia del presente reclamo 

por vías de tutela, igualmente resultaría improcedente la tutela si se examina el requisito del perjuicio irremediable, 

por cuanto en el sub examine los accionante no se encuentran incurso o expuestos a un peligro inminente o perjuicio 

irremediable, que amerite el amparo como mecanismo transitorios siendo prudente traer a colación lo expresado por 

la Corte Constitucional quien ha dicho que para la tutela proceda como mecanismo transitorio se requiere probar la 

existencia de un perjuicio irremediable,. La jurisprudencia ha definido suficientemente el concepto de perjuicio 

irremediable al advertir que se trata de un riesgo de manera inmediata el derecho fundamental y que abriga un 

potencial daño que no podría ser reparado. Sobre este particular la Corte Constitucional dijo es una providencia que 

se ha vuelto paradigmática en la materia, que el irremediable es aquel perjuicio se yergue e inminente sobre el titular 

de un derecho fundamental y requiere ser contrarrestado con medidas urgentes y de aplicación inmediata e 

impostergable. 
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Concluye, que dentro de este proceso policivo el estado tiene que respetar el derecho de la propiedad privada, y dentro 

de esas garantías procesales el Señor OSCAR FERNANDO CUEVO CALLE, compró un predio de buena 

fe y siempre pagó sus impuesto ante la respetiva alcaldía de SANTIAGO DE TOLU (SUCRE), y presentó 

una medida policiva para poder recuperar su predio que había sido perturbado por tercera persona, dentro de ese 

debate probatorio se evacuaron pruebas, inspecciones y demás y se tuvo la oportunidad, que la inspectora de policía 

practicara una inspección al predio en compañía con los apoderados de ambas partes de los extremos procesales, no 

se puede a esta altura procesal en donde hubo una unificación de expediente decir que a los señores DANIEL 

YEPEZ ARANGO Y GONZALO YEPEZ ARANGO, se les violaron su derecho a defensa y 

contradicción ya que existió un apoderado dentro de esa causa llamado MARCELO ANDRES MENDEZ 

GARCIA, que defendía la causa de los señores JUAN DAVID YEPEZ ARANGO, JUAN 

BARRAGAN CAPACHERO, CONCEPCION BARRAGAN Y JIMENA BARRAGAN 

BARRIO.  

 

Considera que los Señores DANIEL YEPEZ ARANGO Y GONZALO YEPEZ ARANGO deben 

ser hermano del señor JUAN DAVID YEPEZ ARANGO, Personas que tenían conocimiento del proceso, el 

proceso fue trasparente y con una decisión resuelta por un recurso de apelación que presentó este togado del derecho.  

 

Que el día que se fue a realizar la entrega del predio encontraron un predio en total abandono, no había presencia 

de nadie desalojado, abandonado abierto y destruido, como le puede dar certeza EL INSPECTOR DE 

POLICÍA Y LOS AGENTES DE POLICÍA que los acompañaron al sitio de la perturbación además se 

tiene videos del estado de abandono que se encontró el predio. Reitera que no se le violento ningún derecho fundamental 

a niños adulto de la tercera, edad desplazado o minusválidos porque no había nadie.  

 

Que en investigación realizada por EL INSPECTOR DE POLICÍA DE SANTIAGO DE TOLU, 

se alcanzó a llegar a un predio distinto donde vive el señor JUAN BARRAGAN CAPACHERO y se le 

entrego la documentación de la resolución y se negó a firmar el acta que realizó la inspección de policía. Dicho señor 

llamó a su abogado al Doctor MARCELO ANDRES MENDEZ GARCIA y no quiso llegar al sitio 

objeto de litigio.  

 

Al mismo tiempo considera que los señores DANIEL YEPEZ ARANGO Y GONZALO YEPEZ 

ARANGO, no tienen algún interés jurídico procesal teniendo en cuenta que la unificación de proceso donde se 

encuentra vinculados el señor JUAN DAVID YEPEZ ARANGO, su testigo el señor JUAN 

BARRAGAN CAPACHERO, no reconoce tener algún vínculos laboral y jurídico con los señores DANIEL 

YEPEZ ARANGO Y GONZALO YEPEZ ARANGO.  

 

Además, los señores DANIEL YEPEZ ARANGO Y GONZALO YEPEZ ARANGO, son los 

propietarios del predio Con matrícula Inmobiliaria No 340-18070, Lote 14 y el predio que se está confrontando 

en litigio es el predio con matrícula inmobiliaria No 340-52084 Ubicado en la carrera 1ª No 53-493, Playas el 

francés correspondiente al lote No 17, situación que tiene que entrar a debatir en la jurisdicción civil ordinaria, los 

señores DANIEL YEPEZ ARANGO Y GONZALO YEPEZ ARANGO. 

PETICIÓN: 

  

Solicita a la señora Juez, NEGAR el amparo invocado por los accionantes, ya que emerge palmariamente la 

improcedencia del presente reclamo por vías de tutela, toda vez que en el presente caso no se cumple con la causal 

genérica y especifica de procedencia, esto es la subsidiaridad, como también que no existe peligro de un perjuicio 

irremediable todo de conformidad con los motivos antes expuestos”.  

 

LA SEÑORA JIMENA BARRAGAN BERRIO, hiso caso omiso al requerimiento hecho por 
este Despacho, el día 03 de junio de 2021, a fin de que pudiera materializar su derecho a la defensa, 
por lo que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 del decreto 2591 de 1991. Se le dará 
aplicación a la presunción de veracidad. 

 



16 

 

4.CONSIDERACIONES 

4.1 GENERALIDADES DE LA ACCION DE TUTELA 

 

La Constitución Política de 1991 en el artículo 86 consagró la Tutela como una de las 

herramientas jurídicas al alcance de los ciudadanos en procura de la defensa de sus derechos 

fundamentales; es quizás en la opinión de la academia y de la comunidad en general, uno de los 

mayores logros en la historia reciente del país, en lo que respecta a mecanismos de participación 

ciudadana.  

 

La acción de tutela, busca que cuando se esté en presencia de una vulneración o amenaza a 

derechos fundamentales, bien sea por acción o por omisión de la autoridad pública o de 

particulares, se disponga de un mecanismo adecuado que permita hacer realidad las ideas surgidas 

al interior de una Asamblea Nacional Constituyente pluralista y plasmadas en la Carta Política 

que hoy nos rige. 

 

Esta acción constitucional de carácter residual, se ideó para resolver las controversias, que no 

tuviesen en su momento dentro del ordenamiento,  un mecanismo judicial expedito, o para evitar 

un perjuicio irremediable, como dispositivo transitorio, caso en el cual procede como amparo 

temporal mientras se promueve la acción pertinente o para la salvaguarda de los derechos de la 

primera generación mientras se profiere decisión cautelar o de mérito en el proceso de 

conocimiento donde se debata la controversia. 

 

En tal sentido, la Honorable Corte Constitucional, en reiteradas oportunidades se viene 

refiriendo al contenido y alcance del artículo 86 superior, precisando que la acción de tutela es 

un mecanismo de naturaleza subsidiaria y residual, lo cual significa que no tiene cabida cuando 

la persona dispone de otros medios judiciales para la defensa de sus derechos.  Pero estos deben 

tener la aptitud suficiente para asegurar la efectiva protección de la persona o de sus derechos, 

según las circunstancias de cada caso individualmente considerado; tal y como expresamente lo 

señala el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991. 

 

Aun así, existiendo otros mecanismos judiciales de defensa puede acudirse a la acción de tutela 

con el fin de evitar un perjuicio irremediable, evento en el cual la intervención del juez 

constitucional será sólo de manera transitoria. En estos casos es necesario que se acredite que la 

amenaza de la vulneración de los derechos fundamentales “es grave e inminente y de ello se sigue un 

perjuicio serio y actual, de carácter irremediable”.  Así lo establece el art. 8º del Decreto 2591 de 1991, 

conforme al cual puede concederse de manera transitoria la protección al derecho fundamental 

cuya tutela se solicita, aún si el afectado dispone de otro mecanismo de defensa judicial, siempre 

y cuando pruebe que la acción ordinaria resultaría inocua frente a la certeza y proximidad del 

daño.  

 

En suma, la tutela se erige entonces como la vía adecuada para asegurar el respeto de los derechos 

fundamentales en dos eventos: (i) en forma principal, cuando no existen otros medios de defensa 

judicial o cuando a pesar de existir no son idóneos frente al caso específicamente considerado y, 

(ii) en forma transitoria, para evitar un perjuicio irremediable.  
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4.3 PROBLEMA JURÍDICO. Teniendo en cuenta los supuestos fácticos 

descritos, considera el despacho, que el problema jurídico a resolver se 

circunscribe en determinar: ¿si se supera el umbral de la procedencia de la acción, 

en caso afirmativo,  es procedente tutelar los derechos fundamentales al debido 

proceso, el acceso a la administración de justicia, al principio de seguridad 

jurídica, legalidad, congruencia, igualdad ante la ley, a la confianza legítima 

invocados por los señores DANIEL YEPES ARANGO y GONZALO 

YEPES ARANGO presuntamente vulnerados por la ALCALDIA 

MUNICIPAL DE SANTIAGO DE TOLU- INSPECCION CENTRAL 

DE POLICIA DE SANTIAGO DE TOLU Y LA ESTACION DE 

POLICIA DE SANTIAGO DE TOLU,  y en consecuencia se decrete la 

nulidad absoluta de las resoluciones No. 0055 del 04 de junio de 2020 y 183 de 

mayo 03 de 2021, tal y como lo señaló el accionante en el libelo demandatario y 

las pruebas adjuntas al presente proceso? 

 

4.4 MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL. 

 

4.4.1  PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA EN CONTRA 

DE ACTOS POLICIVOS. 

La Corte constitucional en sentencia T-1104 de 2008, en relación a los actos policivos señaló lo 

siguiente:  

 
“La jurisprudencia constitucional ha considerado de manera reiterada1, que cuando se trata 
de procesos policivos para amparar la posesión, la tenencia, o una servidumbre, las 
autoridades de policía ejercen función jurisdiccional y las providencias que dicten son actos 
jurisdiccionales. 
 
Esta asignación especial de atribuciones jurisdiccionales a las autoridades policivas se 
aviene con el precepto constitucional del artículo 116 inciso 3, según el cual 
"excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinadas 
autoridades administrativas".2 
 
Estos actos se encuentran excluidos del control de la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, en virtud de lo dispuesto en el artículo 82 del Código Contencioso 
Administrativo3, que dispone que la jurisdicción de lo contencioso administrativo carece 
de competencia para juzgar las decisiones proferidas en juicios civiles o penales de policía 
regulados por la ley4. 

                                            
1 Sentencias T-048/95, T-149/98, T-1023/05 y T-115/04, entre otras.  
2 Sentencia T - 048 de 1.995 M. P. Antonio Barrera Carbonell. 
3 El artículo 82 del Decreto 01 de 1984, modificado por el artículo 30 de la Ley 446/98, a su vez 
recientemente modificado por el artículo 1° de la Ley 1107/2006, estipula lo siguiente: “Objeto de la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo. La jurisdicción de lo contencioso administrativo está 
instituida para juzgar las controversias y litigios originados en la actividad de las entidades públicas 
incluidas las sociedades de economía mixta con capital público superior al 50% y de las personas 
privadas que desempeñen funciones propias de la distintos órganos del Estado. Se ejerce por el 
Consejo de Estado, los tribunales administrativos y los juzgados administrativos de conformidad con 
la Constitución y la ley. // Esta jurisdicción podrá juzgar, inclusive, las controversias que se originen 
en actos políticos o de gobierno. // La jurisdicción de lo contencioso administrativo no juzga las 
decisiones proferidas en juicios de policía regulados especialmente por la ley. // Las decisiones 
jurisdiccionales adoptadas por las salas jurisdiccionales disciplinarias del Consejo Superior de la 
Judicatura y de los consejos seccionales de la judicatura, no tendrán control jurisdiccional.” 
(subrayado fuera del texto). 
4 Sentencia T-443/93. 
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Lo anterior significa que alrededor de los procesos policivos no existe un medio de defensa 
judicial idóneo para lograr la efectiva e inmediata protección de los derechos 
fundamentales cuando éstos sean amenazados o vulnerados por la actuación de las 
autoridades públicas, quedando tan sólo la acción de tutela como mecanismo eficaz para 
garantizar el amparo de tales derechos.5 
 
En ese sentido, la misma corporación expresó en sentencia T-645 de 2015, que el proceso 
policivo tiene carácter jurisdiccional, por lo que es menester en primer lugar verificar si en 
este caso se supera el umbral de procedencia de la acción constitucional, para ello se 
establece en la sentencia SU-90 de 2018 los requisitos generales de procedencia de la acción 
de tutela contra decisiones judiciales son los siguientes: 

 
“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya 
se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen 
una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que 
corresponde definir a otras jurisdicciones6. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar 
con toda claridad y de forma expresa porqué la cuestión que entra a resolver es 
genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos 
fundamentales de las partes.  
 
b. Que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-  de defensa 
judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un 
perjuicio iusfundamental irremediable7.  De allí que sea un deber del actor desplegar todos 
los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de 
sus derechos.  De no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo 
de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas 
autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción constitucional todas las decisiones 
inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el cumplimiento de las 
funciones de esta última.  
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto 
en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración8.  
De lo contrario, esto es, de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años 
después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad 
jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre 
que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de 
conflictos. 
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un 
efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos 
fundamentales de la parte actora9.   
 
No obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sentencia C-591-05, si la irregularidad 
comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre con los casos de 
pruebas ilícitas susceptibles de imputarse como crímenes de lesa humanidad, la protección 
de tales derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y 
por ello hay lugar a la anulación del juicio. 

                                            
5 Sentencia T-061/02. 

6  Sentencia 173/93.  

7 Sentencia T-504/00.  
8 Ver entre otras la reciente Sentencia T-315/05 

9 Sentencias T-008/98 y SU-159/2000 
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e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la 
vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el 
proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible10.  Esta exigencia es comprensible 
pues, sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a 
su naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad 
en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, 
que la haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de 
pretender la protección constitucional de sus derechos. 
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela11.  Esto por cuanto los debates sobre la protección 
de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida, mucho más 
si todas las sentencias proferidas son sometidas a un riguroso proceso de selección ante 
esta Corporación, proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, 
por decisión de la sala respectiva, se tornan definitivas.   
 

En el presente asunto se supera el umbral de procedibilidad, por lo tanto, entra el despacho 
a estudiar los requisitos específicos de la sentencia C-590 de 2005, para que proceda una 
acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario acreditar la existencia de requisitos 
o causales especiales de procedibilidad, las que deben quedar plenamente demostradas. En 
este sentido, como lo ha señalado la Corte, para que proceda una tutela contra una sentencia 
se requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o defectos que adelante se explican.  

 
a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la 
providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello.  
 
b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al 
margen del procedimiento establecido.  
 
c.  Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la 
aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.  
 
d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas 
inexistentes o inconstitucionales12 o que presentan una evidente y grosera contradicción 
entre los fundamentos y la decisión.  
 
f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por 
parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos 
fundamentales. 
 
g.  Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de 
dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que 
precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional. 
 
h.  Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la 
Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario 
aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede 
como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente 
vinculante del derecho fundamental vulnerado13.  
 

                                            
10 Sentencia T-658-98 
11 Sentencias T-088-99 y SU-1219-01 
12 Sentencia T-522/01 
13 Cfr. Sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y  T-1031/01. 
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i.  Violación directa de la Constitución. 
 
Estos eventos en que procede la acción de tutela contra decisiones judiciales involucran la 
superación del concepto de vía de hecho y la admisión de específicos supuestos de 
procedebilidad en eventos en los que, si bien no se está ante una burda trasgresión de la 
Carta, si se trata de decisiones ilegítimas que afectan derechos fundamentales”. 
 

5.CASO CONCRETO:  

 

Pretenden los actores DANIEL YEPES ARANGO y GONZALO GREGORIO YEPES 

ARANGO que se le amparen los derechos constitucionales fundamentales al debido proceso, 

el acceso a la administración de justicia, al principio de seguridad jurídica, legalidad, congruencia, 

igualdad ante la ley, a la confianza legítima, y en consecuencia se ordene a la ALCALDIA 

MUNICIPAL DE SANTIAGO DE TOLU- INSPECCION CENTRAL DE POLICIA 

DE SANTIAGO DE TOLU Y LA ESTACION DE POLICIA DE SANTIAGO DE 

TOLÚ, decretar la nulidad absoluta de la Resolución 0055 del 04 de junio del 2020, “por medio 

del cual se resuelve una solicitud” expedida por la Inspección Central de Policía de Santiago de 

Tolú y la Resolución No. 183 del 03 de mayo de 2021 “Por medio del cual se resuelve el Recurso 

de Apelación en contra de la Resolución No. 0055 de fecha 04 de junio del 2020, mediante la 

cual se resuelve una solicitud de conciliación por perturbación a la propiedad”. 

 

       La presente acción constitucional tiene su origen, el día 26 de mayo de los cursantes, donde los 

accionantes narran en los hechos en su numeral 3º “que el 26 de mayo de los cursantes, recibieron 

llamada telefónica del señor Juan Barragán que viene trabajando con la familia Yepes Arango, desde hace más 

de 15 años cuidando la cabaña, y les informó que la policía y la Inspección de Policía habían llegado a la cabaña 

con un particular que entró con ellos y violentó la puerta de la cabaña, persona ajena a la familia Yepes, acto 

seguido el señor inspector le dio al señor Barragán Capachero la Resolución No. 183 del 03 de mayo de 2021 y 

el oficio Consecutivo interno No. 2021-0081 de la Inspección de policía dirigido al señor Juan Barragán, José 

Gregorio Ozuna, Concepción Barragán y Jimena Barragán, documentos que el señor Juan Barragán puso a su 

disposición el día que llegaron esto es el  30 de mayo de 2021”. 

 

   En relación con el tema, está acreditado que el burgomaestre de esta localidad emitió resolución 

No. 183 del 03 de mayo de 2021 “Por medio del cual se resuelve el Recurso de Apelación en 

contra de la Resolución No. 0055 de fecha 04 de junio del 2020 expedida por la Inspección 

Central de Policía, mediante la cual se resuelve una solicitud de conciliación por perturbación a 

la propiedad” resolvió el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Edwin Roberto Rodríguez 

Torres apoderado judicial del señor OSCAR FERNANDO CUERVO CALLE, amparando el 

derecho a la propiedad del señor CUERVO CALLE y se relacionó como nuevo querellante al 

señor Arnoldo Rafael Fernández Suarez a quien se le debe hacer la entrega del predio, acto 

administrativo que se transcribe la parte resolutiva así:  

 

“ARTICULO PRIMERO: REVOCAR la Resolución No. 0055 de fecha 04 de junio del 2020, 

por los argumentos expuestos en la parte emotiva de este proveído. 

ARTICULO SEGUNDO: Amparar el derecho de posesión y/o la propiedad del señor OSCAR 

FERNANDO CUERVO CALLE y en consecuencia declarar que los señores JUAN 

BARRAGAN CAPACHERO, CONCEPCION BARRAGAN CAPACHERO, JOSE 

GREGORIO OZUNA HERAZO Y JIMENA BARRAGAN BERRIO, vienen perturbando 

la posesión del señor CUERVO VALLE, respecto a un inmueble de su propiedad distinguido con 
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matrícula inmobiliaria No. 340-52084 ubicado en la carrera 1ª N.º 53-943 playas del Frances 

correspondiente al lote No 17. 

ARTICULO TERCERO: Ordenar a los querellados JUAN BARRAGAN CAPACHERO, 

CONCEPCION BARRAGAN CAPACHERO, JOSE GREGORIO OZUNA HERAZO 

Y JIMENA BARRAGAN BERRIO cesar los actos perturbadores a la posesión de la que viene siendo 

objeto el señor OSCAR FERNANDO CUERVO VALLE, sobre de un inmueble de su propiedad, 

distinguido con matrícula inmobiliaria No. 340-52084 ubicado en la carrera 1ª N.º 53-943 playas del 

francés correspondiente al lote No 17. 

ARTICULO CUARTO: Notificar a las partes del contenido de la presente decisión de conformidad 

con el artículo 293 del CGP, indicándoles que contra la misma no procede recurso alguno y haciendo entrega 

de copia de la misma. 

ARTICULO QUINTO: Tener como nuevo querellante al señor ARNOLDO RAFAEL 

FERNANDEZ SUAREZ, identificado con CC No 5.159.066, según compraventa aportada de fecha 

30 de diciembre de 2020, debidamente inscrita en la oficina de registro e instrumentos públicos de Sincelejo, 

así mismo se otorgó poder al mismo apoderado judicial Dr. EDWIN RODRIGUEZ TORRES, según 

poder adjunto”. 

 

Al analizar las pruebas allegadas al proceso y revisadas las actuaciones que fueron emitidas dentro 

del proceso policivo, no se vislumbra violación al debido proceso, ni configuración de una vía 

de hecho por defecto factico, toda vez que las decisiones emitidas en primera instancia por la 

inspección de policía el 04 de junio de 2020, así como la proferida por la alcaldía municipal de 

Santiago de tolú el 03 de mayo del año en curso, fueron providencias que se ajustaron a las 

pruebas recaudadas en el proceso policivo, como las cartas catastrales, folios de matrículas 

inmobiliarias, documentales allegadas al proceso, inspección ocular en el predio, tanto por el 

querellante como los querellados, máxime, que se logró hacer la plena identificación de los 

predios  concluyéndose que son completamente diferentes, el predio con matrícula Inmobiliaria 

No. 340-18070 con anotación No. 05 del 04 de febrero de 2009, adjudicación en sucesión de 

MARIO YEPES GOMEZ A Soledad Cecilia Arango de Yepes – Ana Clara Yepes Arango – 

Daniel Yepes Arango – Gonzalo Gregorio Yepes Arango – Juan David Yepes Arango y Luz 

María Yepes Arango;  y el predio con Matricula Inmobiliaria No. 340-52084  de propiedad del 

señor Oscar Fernando Cuervo Calle, este último inmueble objeto de la perturbación de la 

propiedad.  

 

Adicionalmente, con la Resolución No. 0055 del 04 de junio del 2020, mediante la cual se 

resuelve una solicitud de conciliación por perturbación a la propiedad instaurada por el señor 

Cuervo Calle; los señores JUAN BARRAGAN CAPACHERO, CONCEPCION BARRAGAN 

CAPACHERO, JOSE GREGORIO OZUNA HERAZO Y JIMENA BARRAGAN BERRIO, 

fueron representados por el apoderado judicial Dr. MARCELO ANDRES MENDEZ 

GARCIA, apoderado también del señor JUAN DAVID YEPES familiar de los aquí accionante 

y también propietario del predio identificado con F.M.I. No. 340-18070; acto administrativo que 

dio origen a la Resolución No. 183 del 03 de mayo de 2021 “Por medio del cual se resuelve el 

Recurso de Apelación en contra de la Resolución No. 0055 de fecha 04 de junio del 2020, 

mediante la cual resolvió solicitud de conciliación por perturbación a la propiedad, en ella se 

revocó la Resolución No. 0055, y se concedió el amparo al derecho de posesión al señor 

CUERVO CALLE y ordenó a los señores  JUAN BARRAGAN CAPACHERO, 

CONCEPCION BARRAGAN CAPACHERO, JOSE GREGORIO OZUNA HERAZO Y 

JIMENA BARRAGAN BERRIO, cesar los actos perturbadores a la posesión del inmueble 

ubicado en la carrera 1ª No. 53-493 en las playas el Francés con matrícula inmobiliaria No. 340-
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52084, actuación que notificó la alcaldía municipal de Santiago de Tolú, a través de Oficio No. 

2021-0082 de fecha 25 de mayo de 2021, dirigido al apoderado judicial Dr. MARCELO 

ANDRES MENDEZ GARCIA y sus representados JUAN BARRAGAN CAPACHERO, 

CONCEPCION BARRAGAN CAPACHERO, JOSE GREGORIO OZUNA HERAZO Y 

JIMENA BARRAGAN BERRIO, enviada a través de Servientrega guía No. 9132678534 del 27 

de mayo del año en curso, previamente a materializarse la orden emitida en estad decisiones, por 

lo que no puede señalarse que ha existido violación alguna pues existen pruebas fehacientes que 

demuestran el cumplimiento de cada una de las etapas de este tipo de mecanismos preventivos.  

 

Asimismo, cabe señalar que el proceso policivo es un mecanismo preventivo, y en este caso 

estaba dirigido a establecer, si en este caso estaba acreditado la perturbación de la posesión por 

el accionante, al respecto se trae a colación la sentencia T-645 de 2015 que expresó: 

 

“Así las cosas, debe recordarse que el amparo policivo no es el escenario idóneo para debatir la 

titularidad del derecho a la propiedad sobre los bienes inmuebles, pues como se advirtió 

anteriormente, es un mecanismo preventivo dirigido a restablecer el poder de facto que el poseedor 

o tenedor ejerce sobre un bien inmueble o mueble, sin que importe en cada caso concreto la 

valoración jurídica relativa al derecho real que los actores pudieran tener (propiedad, uso, 

usufructo, servidumbre, arrendamiento)14.  

 
Por consiguiente, se reitera que las autoridades de policía necesariamente deben establecer: 
 
“(…) (i) sumariamente si el querellante detenta la posesión o la simple tenencia del bien, que es distinto a si tiene 
derecho a la posesión o a la simple tenencia, o si la posesión es regular o irregular, pues estos aspectos tocan con la 
situación jurídica de fondo que corresponde definir a otras autoridades, previo trámite del proceso judicial respectivo15; 
(ii) si de acuerdo a las normas constitucionales y legales el bien es susceptible de posesión o de mera tenencia; (iii) si 
los actos que impiden el libre ejercicio de la posesión o la mera tenencia son ilegítimos (de hecho), es decir, no están 
soportados en el ordenamiento jurídico y, finalmente, (iv) determinar con las pruebas obrantes, el nexo causal entre 
los hechos y el querellado.”16 
 
Conforme a lo expuesto, solo frente al juez competente puede plantearse el debate en torno al 
derecho sustancial en conflicto, esto es, la titularidad del respectivo derecho real o personal17.  
 

Como se explicó del proceso policivo allegado para el examen en la presente acción, no se 

observa vulneración alguna, al derecho al debido proceso que invocan los accionantes y las 

decisiones adoptadas no son caprichosas o infundadas, se denota el estudio a las situaciones 

planteadas por las partes, que fueron motivadas con base en el análisis de los medios de prueba 

existentes en el plenario conforme a las reglas de la sana critica tal como lo ordena el artículo 

164 del CGP siguiendo también los postulados previstos en el art. 233 del código nacional de 

policía razón suficiente para que se tuviera por denegar las pretensiones de los actores, además 

pueden acudir a la vía ordinara, entre otras para dirimir las circunstancias que se invocan en la 

presente acción, las cuales resultan ajenas al proceso policivo resuelto por las entidades 

convocadas. 

Finalmente, se hace necesario exponer que al juez de tutela no le corresponde revisar 

nuevamente las decisiones de los jueces naturales o como en este caso las decisiones de las 

inspecciones de policía, quienes conocieron el trámite procesal pues cabe resaltar que “ (…) a 

pesar de lo expuesto , la intervención del juez de tutela, en relación con el manejo dado por el 

juez natural al material probatorio es extremadamente reducida pues el respeto por los principios 

                                            
14 Sentencia T-048 de 1995 M.P. Antonio Carrera Carbonell 
15 Sentencia T-109 de 1993. 
16 Sentencia T-302 de 2011 M.P. Juan Carlos Henao Pérez.  
17 Sentencia T-048 de 1995 M.P. Antonio Barrera Carbonell.  



23 

 

de autonomía judicial, juez natural, e inmediación, impide que el juez constitucional realice un 

examen exhaustivo del material probatorio; asi la corte constitucional, en sentencia T-055  de 

1997, determino que,  en lo que hace el análisis del material probatorio, la independencia judicial 

cobra mayor valor y trascendencia.  

En similar sentido, ha reiterado la Corte que las diferencias de valoración en la apreciación de la 

prueba no constituyen errores facticos pues, frente a interpretaciones diversas y razonables, el 

juez natural debe determinar conforme con los criterios señalados, cual es la mejor que se ajusta 

al caso concreto. El juez no solo es autónomo en sus decisiones, sino que se presumen ser de 

buena fé. (sentencia C-264 de 2009)  

Así las cosas, no le queda más a este despacho que negar el derecho al debido proceso invocado 

por los actores contra la ALCALDIA MUNICIPAL DE SANTIAGO DE TOLU- 

INSPECCION CENTRAL DE POLICIA DE SANTIAGO DE TOLU Y LA ESTACION 

DE POLICIA DE SANTIAGO DE TOLU, razón por la cual no se accederá a las pretensiones 

de la demanda.  

 

En mérito de lo expuesto el JUZGADO PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL DE 

SANTIAGO DE TOLU, SUCRE, administrando justicia en nombre del Pueblo y por 

autoridad de la Constitución;  

RESUELVE 

 

PRIMERO:  NO TUTELAR los derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO de la 

presente acción de tutela incoada por los señores DANIEL YEPES ARANGO y GONZALO 

YEPES ARANGO, en contra de la ALCALDIA MUNICIPAL DE SANTIAGO DE 

TOLU- INSPECCION CENTRAL DE POLICIA DE SANTIAGO DE TOLU Y LA 

ESTACION DE POLICIA DE SANTIAGO DE TOLU, por las razones expuestas en el 

presente proveído. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito y eficaz, a las 

partes, de la decisión del despacho. 

  

TERCERO: REMITIR esta sentencia junto con el expediente a la Honorable Corte 

Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser impugnado en su oportunidad por 

alguna de las partes, a través de la plataforma web Justicia XXI. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

  

   

 

 

 

 

Firmado Por: 
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KAREN PATRICIA GUTIERREZ MONTERROZA  

JUEZ  

JUZGADO 01 MUNICIPAL PROMISCUO DE LA CIUDAD DE SANTIAGO DE 

TOLU-SUCRE 
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LEYALIANZA                               
ABOGADOS ASESORES    EDWIN ROBERTO RODRIGUEZ  TORRES 

ASUNTOS ADMINISTRATIVOS, LABORALES Y CIVILES                                         

                                                                                                                     

Calle 21 No 20-10 Edificio Vallejo Piso 2 Oficina 201  

 Celular:   302-3428446 www.leyalianza1@hotmail.com 

Sincelejo- Colombia. 

 
 

SEÑOR 

JUEZ  SEGUNDO  PROMISCUO MUNICIPAL DE SANTIAGO DE TOLU.  

E. S. D.  

 

ASUNTO: RECURSO DE REPOSICION Y SUBSIDIO DE APELACION CONTRA LE 

AUTO PROCESAL FECHADO EL DIA 31 DE ENERO DEL 20203. 

REF: DEMANDA  DE CANCELACION DE LA HIPOTECA EN PRIMER GRADO. 

DEMANDANTE: ARNOLDO RAFAEL FERNANDEZ SUAREZ.  

DEMANDADA: VIRGINIA PATRON DE GARCIA  

RAD : 2022-0003200 

 

EDWIN ROBERTO RODRIGUEZ TORRES,  mayor de edad, vecino y residenciado en la 

Ciudad de Sincelejo (Sucre), identificado con la cedula de ciudadanía No 72.203.033 de 

Barranquilla, Con Tarjeta Profesional No 118.697 del Consejo Superior de la Judicatura, 

Actuado en mi calidad de apoderado Judicial del Demandante el señor ARNOLDO RAFAEL 

FERNANDEZ SUAREZ,  Quien figura como demandante dentro del proceso de la referencia, 

estando dentro del termino legal,  de la manera mas respetuosa me permito manifestar que 

 

Anexo al RECURSO DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO DE APELACION, El Fallo de 

Tutela, Proferido por  EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

SINCELEJO,de fecha 23 de julio del 2021. 

 

 

 

Atentamente, 

 
 

EDWIN ROBERTO RODRIGUEZ  TORRES  

C. C. No 72.203. 033  de Barranquilla 

T. P. No. 118.697 del H. C. S. de la J. 
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